
  
    
      [image: Portada]

    

  


  
    
      


      [image: Página de título]

    

  


  
    
      SÍGUENOS EN


      [image: Megustaleer]


      [image: Facebook] @Ebooks

      

      [image: Twitter] @megustaleermex

      

      [image: Instagram] @megustaleermex


      [image: Penguin Random House]

    

  


  
    
      INTRODUCCIÓN


      La triple epidemia de México


      Los servicios de salud colapsaron. Cada hora 23 mexicanos fallecían a causa de la epidemia y el problema, en vez de contenerse, seguía evolucionando, imparable. El presupuesto disponible era insuficiente para atender a tantos enfermos, que al año sumaban millones. La declaratoria de emergencia de salud no había servido de nada. Ni pacientes ni autoridades respetaban las medidas de contención y la enfermedad se propagaba, incontenible. El escenario era devastador y ya afectaba a uno de cada tres niños y a siete de cada 10 adultos. Los decesos sumaban 200 mil al año y el gasto en atención médica superaba los 150 mil millones de pesos. El problema de salud también impactaba a la economía, con el equivalente a la pérdida de 400 millones de horas laborales o 184 mil empleos. La epidemia se había expandido, silenciosa pero constante, hasta aquejar a la mayoría de los mexicanos. Había alternativas para frenar su avance y revertir paulatinamente el daño, principalmente para la población infantil. Las autoridades habían ordenado alertar de la fuente de “contagio”, para evitar que la enfermedad siguiera propagándose. Pero grandes corporaciones intentaban, por todos los medios legales, frenar el acceso a ese remedio simple y barato. Aplicar medidas preventivas les implicaba pérdidas millonarias. Privilegiaban sus utilidades por encima de la salud pública. Finalmente, eran ellas las que —de alguna forma— habían contribuido a la multiplicación de casos mediante una engañosa estrategia publicitaria y la comercialización, durante décadas, de productos altamente nocivos.


      La epidemia de la que hablo no es la del covid-19. Es una más funesta y de mayor expansión que fue declarada cuatro años antes, mediante la emergencia epidemiológica EE-4-2016. El motivo de esa alerta fue la inquietante expansión del sobrepeso y la obesidad que, en ese momento, aquejaba a 70% de la población adulta y que, junto con enfermedades asociadas como la diabetes e insuficiencia renal, absorbía el equivalente a 34% del gasto público en salud. México ocupa desde entonces el deshonroso primer lugar mundial en obesidad infantil y el segundo en adultos. La curva de crecimiento de casos no logró frenarse, lo que obligó a las autoridades a ratificar la emergencia en febrero de 2018 y, dada la gravedad, tiene plena vigencia actual.


      Así que cuando en marzo de 2020 se declaró la contingencia sanitaria por el covid-19, confluyeron en México dos epidemias. Lo peor: esa confluencia provocaba el riesgo de que se multiplicara el número de decesos porque las personas obesas o con sobrepeso son más susceptibles a padecer enfermedades respiratorias y los diabéticos tiene un sistema inmunitario debilitado.


      Las dos epidemias se han agravado con una peste que, desde hace décadas, ha infestado todos los ámbitos de nuestra sociedad: la de la corrupción. La complicidad del poder político y económico facilitó el saqueo de fondos públicos. Los sobrecostos, que se han vuelto costumbre en prácticamente todos los contratos gubernamentales, han encubierto con frecuencia el pago de propinas, dádivas o sobornos a funcionarios. Y cada vez que un gobierno paga productos a precios inflados, quita dinero a servicios públicos, como la atención a la salud.


      Cuando una proveedora de medicinas paga una propina para obtener un contrato en un hospital, suele incrementar el precio del producto para poder cubrir el costo del soborno. El gobierno, a su vez, debe pagar más por cada fármaco y su presupuesto se reduce para adquirir otros bienes o para atender a más enfermos. Y la desatención a pacientes graves puede derivar en la muerte.


      Para ilustrar lo anterior de manera simple, va el siguiente ejemplo hipotético: la administración de un hospital tiene un presupuesto mensual de un millón de pesos para atender a pacientes con cáncer; un directivo contacta a una farmacéutica y le pide una propina de 100 mil pesos al mes para darle el contrato de los medicamentos; el proveedor acepta, pero a sus productos les debe aplicar un incremento de 10% para cubrir el soborno. Cada medicina, que solía venderla en mil pesos, ahora la vende en mil 100 pesos. Al precio original, al hospital le alcanzaba para comprar mil dosis para igual número de pacientes, pero con el sobreprecio sólo puede comprar 900. Habrá 100 enfermos que se quedarán sin tratamiento, y eso seguramente les ocasionará el deterioro de su salud o la muerte.


      Otro caso, pero éste real: en un contrato asignado en abril de 2020 en la emergencia sanitaria por covid-19, el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) compró 20 ventiladores respiratorios con el dinero que alcanzaba para adquirir 40. Los sobrecostos pusieron en peligro la vida de pacientes que requerían con urgencia el equipo de respiración asistida.


      Ésta es la realidad cotidiana que se vive en México. Durante décadas, los hospitales públicos, en particular los del IMSS, han disminuido la calidad de sus servicios o han dejado de atender a sus enfermos a causa de la corrupción. Grandes multinacionales han inflado el precio de sus medicamentos, implantes y equipos médicos para cubrir el costo de los sobornos. Historias de corrupción corporativa, en complicidad con el poder político, son las que nutren este libro.


      ***


      La noche del miércoles 18 de marzo de 2020 un hombre de 41 años, originario del Estado de México, falleció en el Instituto Nacional de Enfermedades Respiratorias, por una neumonía provocada por el coronavirus. México estaba en la fase 1 de la emergencia sanitaria, en la que los contagios eran importados, es decir, provenían de otros países; sin embargo, aquella que fue la primera víctima mortal de la epidemia no había viajado al extranjero. Su esposa sospecha que la infección ocurrió en un concierto al que acudieron dos semanas antes, en el Palacio de los Deportes, de la banda sueca de heavy metal Ghost. Al día siguiente de ese primer deceso, un hombre que había llegado procedente de California falleció tras acudir a recibir atención médica de urgencia en la clínica 46 del IMSS, en Gómez Palacio, Durango. La tercera y cuarta muerte de la epidemia del covid-19 ocurrieron el 23 de marzo; un caso se registró en la clínica 11 del IMSS en Jalisco y el otro, en la Ciudad de México. Contra la creencia popular de que el virus no afectaba a los jóvenes, el 30 de marzo un joven de 29 años de edad, originario de Bahía de Kino, murió en una clínica del IMSS en Nogales, Sonora. En las siguientes semanas los casos se multiplicaron hasta sumar cientos por día. Colima, que fue la última entidad mexicana en ser afectada por el coronavirus, reportó la noche del 16 de abril de 2020 su primer deceso: una mujer de 52 años de edad.


      Todas las muertes anteriores tuvieron una característica en común: ocurrieron por insuficiencia respiratoria complicada por enfermedades vinculadas con el sobrepeso. Las primeras víctimas del covid-19 fueron, a la vez, víctimas de la epidemia de obesidad y diabetes.


      Este patrón de confluencia de las dos epidemias se ha mantenido a lo largo de la emergencia sanitaria. El 44% de los decesos atribuidos en México al coronavirus han sido de personas que padecían hipertensión; 43%, diabetes; y 40%, obesidad. La suma supera el 100% porque, con frecuencia, un mismo paciente padecía dos o más enfermedades.1


      Las autoridades de salud habían identificado, desde hacía una década, una correlación entre la obesidad y el agravamiento de enfermedades respiratorias. El 95% de las defunciones atribuibles a la influenza H1N1, en 2009, se habían registrado en pacientes que presentaban una o varias enfermedades crónicas, como sobrepeso, obesidad y diabetes.


      Las personas con diabetes enferman gravemente con el covid-19 porque tienen un sistema inmunitario débil y, por tanto, cualquier complicación pulmonar puede convertirse en una neumonía mortal.


      La mano de las corporaciones


      ¿Cómo es que la obesidad alcanzó niveles de epidemia en México? Investigadores del Instituto Nacional de Salud Pública (INSP) atribuyen el fenómeno a los cambios en los hábitos alimenticios ocurridos a partir de la década de los ochenta, con una suma de factores que facilitaron el acceso a alimentos de alto contenido calórico: la popularización del horno de microondas, que permitía servir a la mesa, en pocos minutos, comida precocida o congelada; la sustitución de los envases de vidrio por los de plástico, que facilitó el acceso a volúmenes cada vez mayores de bebidas gaseosas y azucaradas; la costumbre de la población —alentada por las grandes embotelladoras— de saciar la sed con refrescos ante la carencia de fuentes confiables de agua potable en amplias regiones del país; la multiplicación de alimentos chatarra de bajo costo y el arribo al país de grandes cadenas de comida rápida (el primer McDonald’s, llegó en octubre de 1985; Domino’s, en 1989; Wendy’s, en 1990; Carl’s y Burger King, en 1991).


      Desde finales de la década de los noventa, el INSP documentó el rápido aumento de la obesidad, con lo que se logró por primera vez incluir en el Plan Nacional de Salud estrategias para enfrentarla y combatirla. En 2006 los investigadores demostraron un preocupante incremento en el consumo de bebidas azucaradas y, con ello, del sobrepeso, que ya para entonces se había convertido en un problema de salud pública. La prevalencia de la epidemia en mujeres adultas (en el rango de 20 a 49 años) se duplicó en menos de dos décadas, al pasar de 34.6% en 1988 a 70.1% en 2006. En otros segmentos de edad también hubo un continuo incremento, lo que llevó a los especialistas a plantear políticas públicas encaminadas a contener la expansión de la obesidad. Una de esas acciones fue crear un Comité de Expertos —académicos, científicos— que analizó el problema y presentó, a mediados de 2008, una serie de recomendaciones a la Secretaría de Salud, entre ellas garantizar el acceso a agua potable en todas las escuelas para evitar el consumo de refrescos, intervenir en las cooperativas y tiendas escolares para restringir la disponibilidad de bebidas azucaradas, aplicar un gravamen al contenido de grasa saturada en la leche envasada e impuestos por cada gramo de azúcar agregado a todas las bebidas embotelladas, además de prohibir anuncios en radio, televisión e internet de productos azucarados.


      Desde entonces, los expertos han recomendado colocar en las bebidas con alto contenido de azúcar etiquetas de advertencia de que su consumo aumentaba el riesgo de obesidad, diabetes y otros efectos adversos para la salud.


      Pero todas esas recomendaciones se han topado con la feroz oposición de corporaciones multinacionales, en particular las refresqueras, que han cabildeado ante las autoridades para impedir su aplicación, porque van contra sus intereses económicos.


      ¿Las consecuencias? Que la obesidad se expandió sin control, hasta ser declarada oficialmente epidemia nacional en 2016. La diabetes —enfermedad asociada al sobrepeso— se volvió la primera causa de muerte en México y la segunda de ceguera, insuficiencia renal y amputación.


      ***


      El alto costo de atención de la diabetes ya ha puesto en aprietos financieros a las autoridades de salud. En 2019 el IMSS tuvo que desembolsar casi 49 mil millones de pesos para atender a 3 millones de derechohabientes diabéticos, y más de la mitad de ese monto fue por complicaciones como la insuficiencia renal crónica. Dicho gasto equivale al valor de al menos 60 mil ventiladores respiratorios como los que urgía adquirir al principio de la contingencia sanitaria por el covid-19. Con sólo una tercera parte del gasto del IMSS en enfermedades derivadas de la obesidad se podría haber cubierto la demanda de equipos para atender a enfermos graves de coronavirus.


      El desembolso derivado de la obesidad y de la diabetes sería al menos del triple si se sumara a la población sin seguridad social o que no ha sido diagnosticada.


      Para reducir el impacto a futuro, la Secretaría de Salud desarrolló, durante el gobierno de Enrique Peña Nieto, una estrategia para prevenir y controlar el sobrepeso y la obesidad en la que —una vez más— apareció la mano de las multinacionales que buscan defender sus intereses.


      El órgano que da seguimiento a esta estrategia es el Observatorio Mexicano de Enfermedades no Transmisibles, en el que participa el Consejo Mexicano de la Industria de Productos de Consumo (ConMéxico), que agrupa a algunas de las principales empresas fabricantes de alimentos y bebidas de alto contenido calórico, como Barcel, Bimbo, las refresqueras Pepsico, Coca-Cola, Peñafiel, GEPP, Arca Continental y Femsa (dueña además de la cadena Oxxo, una de las principales expendedoras de productos chatarra).


      También participan en ese consejo las chocolateras Ferrero, Hershey y Mars (que comercializa las marcas M&M’s, Snickers, Milky Way, entre otros); Gruma, Kellogg’s, Sigma y Qualtia (fabricantes de jamones), Unilever (que entre sus productos tiene Hellmann’s, los helados Magnum y Holanda), Nestlé (con su línea de chocolates, helados y galletas), La Moderna (pastas), Bacardí, Sauza, Diageo (que comercializa vodka Smirnoff, whisky Johnnie Walker y J&B, ron Captain Morgan, entre otros) y la cervecera Heineken.


      Para la mayoría de estas compañías, el combate a la obesidad equivale a sacrificar utilidades. Por ello, resulta absurda y contradictoria —y representa un conflicto de interés— su participación en el órgano que da seguimiento a las políticas públicas de prevención y control del sobrepeso.


      Esta organización defiende los intereses de las corporaciones de alimentos “chatarra” y año con año ha cabildeado con legisladores para eliminar el impuesto a las bebidas azucaradas, el cual se impuso en 2014, después de una larga batalla iniciada en 2008, para tratar de reducir su consumo y con ello contener la explosión de diabetes.


      Las autoridades se habían comprometido a que el impuesto se destinaría a atender la enfermedad. Pero el problema de salud pública es tan grave que la recaudación apenas representa una sexta parte del costo anual de atención médica y pérdidas económicas que conlleva el padecimiento. En 2019 se captaron por ese gravamen 27 mil 401 millones de pesos, mientras que el costo estimado de la diabetes y otras enfermedades derivadas del sobrepeso supera con facilidad los 150 mil millones anualmente. El daño que han causado las multinacionales enfocadas al negocio de la obesidad no se compensa con sus contribuciones.
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      La más reciente cruzada de estas corporaciones fue contra el etiquetado frontal para alimentos y bebidas aprobado en 2019 por el Congreso mexicano. Esta medida obliga a los fabricantes a colocar en sus productos advertencias sobre el excesivo contenido calórico, de azúcar, sodio, grasas saturadas y grasas trans. Además, se debe alertar de la presencia de cafeína y edulcorantes en alimentos, para evitar que los consuman niños.


      El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (Unicef), la Organización Panamericana de la Salud y el INSP impulsaron el etiquetado, el cual consideraron un paso fundamental en la lucha contra el sobrepeso y la obesidad, sobre todo porque protege a niñas, niños y adolescentes.


      A contracorriente de las opiniones de los expertos, multinacionales de los alimentos, como Nestlé, han luchado por frenar la aplicación del nuevo etiquetado, porque les representará menos ventas.


      “Se plantea calificar a distintos productos preenvasados como dañinos para la salud, al agregarles una advertencia de ‘exceso en’ como parte de su envoltura, con la intención de desincentivar su consumo”, alertó Fausto Costa, presidente ejecutivo de Nestlé México, en una carta enviada el 13 de noviembre de 2019 a sus proveedores, en la que los exhortaba a manifestarse contra el etiquetado frontal. “Esta disposición viola tratados internacionales en materia de protección a los derechos de propiedad intelectual e industrial, ya que implica la modificación de los empaques de los propios productos.” En su carta anticipó lo que será la siguiente batalla de la multinacional para defender sus intereses: un litigio en tribunales internacionales.


      A mediados de marzo de 2020, cuando el país entró en contingencia sanitaria por el covid-19, hubo una nueva acometida de las grandes corporaciones para frenar el etiquetado. A través de la Confederación de Cámaras Industriales solicitaron al gobierno federal aplazar por lo menos tres años la medida, como un apoyo a las empresas para enfrentar la inevitable crisis económica que ya se veía venir. Lo paradójico es que es precisamente la epidemia de obesidad —propiciada en gran medida por los alimentos y bebidas chatarra que producen— lo que ha agravado la emergencia sanitaria del covid-19.


      Los intentos de frenar el etiquetado fracasaron, pues el 27 de marzo de 2020 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la modificación a la Norma Oficial Mexicana 051 que establece que a partir del 1 de octubre la industria está obligada a colocar sellos negros, en forma hexagonal, en los que advierta si los alimentos o bebidas exceden los límites saludables de azúcares, grasas, sales y calorías.


      Esta vez las corporaciones perdieron una batalla y prevaleció el interés colectivo de combate a la epidemia más letal que aqueja a México. Pronto, no lo dude, habrá una contraofensiva del poder económico.


      El negocio de la sed


      Antes de acostarse a dormir, Juana Cruz pone palanganas y cubetas bajo los grifos con la esperanza de que al despertar encuentre los recipientes llenos con el goteo que cada noche recibe en su vivienda en la calle Las Lajas, en Santa María Aztahuacan, un pueblo ubicado en la periferia de la Ciudad de México. El agua que logra captar la utiliza para trapear, lavar los trastes y asear el baño. Ella por lo menos recibe un chorrito todos los días, pero hay miles de familias que ni eso. En la alcaldía de Iztapalapa, donde vive, más de 400 mil personas carecen de agua. Como el chorrito nocturno no alcanza para todo, la familia de Juana ha tenido que tomar medidas extremas: todos evitan usar el escusado para no ensuciarlo; ella y su esposo, Pedro Jiménez, ya se han acostumbrado a hacer sus necesidades en su trabajo, antes de regresar a casa, y sus hijos también procuran hacer en su escuela. Para preparar la comida compra garrafones, y para bañarse y lavar la ropa paga cada semana a una pipa que le llena los tambos que tiene en el patio. Antes de morir de insuficiencia renal, su papá los había acostumbrado a que siempre debía haber en la mesa una botella grande de Coca-Cola. Una comida sin Coca no sabe buena y aparte hace falta para “repetir sabroso”, solía decir. Esa costumbre se arraigó y se volvió una forma de saciar la sed. “El agua de la llave no sirve para tomar, sale como café, y la de garrafón ni te quita la sed. Aparte pues la Coca te da energía para trabajar”, dice convencida Juana. Entre la pipa, garrafones y su dotación de refrescos, gasta cada semana hasta 600 pesos. Y más de la mitad es por sus cocas, porque compra al día al menos una botella de tres litros, que cuesta 40 pesos, y los domingos compra dos o hasta tres, porque “es día familiar” y recibe la visita de sus suegros.


      El caso de Juana se replica en miles de familias en todo el país. Y ese patrón de consumo, tan típico, ha sido alentado y aprovechado por las grandes corporaciones refresqueras que han convertido a México en su principal mercado.


      Un estudio de la Universidad de Yale estima que, en promedio, cada mexicano ingiere 163 litros de refresco al año, mientras que en Estados Unidos —el segundo lugar mundial— el consumo es de 118 litros por persona. Aunque los informes corporativos realizados por las propias refresqueras revelan que su mercado en México es todavía mayor. Al año, las embotelladoras de Pepsi y Coca-Cola venden cada año el equivalente a 93 mil millones de botellas o latas de refrescos de 235 mililitros que, divididos entre la población mexicana, da un promedio de 173.6 litros por persona al año. Tan elevado consumo explica, en parte, la epidemia de diabetes e insuficiencia renal que aqueja a nuestro país.


      El refresco se ha vuelto tan adictivo que muchos mexicanos lo toman desde que despiertan. Una investigación de la consultora Kantar, con sede en Londres, reveló que 17% de los mexicanos incluye Coca-Cola en su desayuno y que sólo tres de cada 10 personas han conservado lo que era una sana tradición de consumir por la mañana los jugos naturales o licuados preparados en casa antes de salir al trabajo o a la escuela. Ahora, casi 70% prefiere comprar bebidas envasadas y preparadas, con altos niveles de azúcar, para desayunar. Y entre esas bebidas está, de nuevo, la mano de las multinacionales.2


      ***


      El párrafo sexto del artículo 4 de la Constitución mexicana reconoce: “Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible”.


      En los hechos, este precepto constitucional no se respeta ni el Estado hace lo necesario para garantizarlo. De ahí que el agua insalubre haya sido un factor que permitió a las refresqueras catapultar su expansión hasta convertir a México en su principal mercado a nivel mundial.


      En un informe rendido a sus inversionistas, Arca Continental, que integra a tres de los grupos embotelladores más antiguos de Coca-Cola en México, enfatizó que el desarrollo de la industria refresquera ha sido posible —entre otros factores— porque hay “mayor confianza de los consumidores a la pureza del agua con la que se elaboran los refrescos”.3 Organización Cultiba, el principal productor de Pepsi en México, fue más allá y en un reporte bursátil ponderó “la mala calidad del agua de la llave” como el elemento central que permitió el crecimiento de su negocio de garrafones.4


      El negocio de la sed no se limita a los refrescos. Se ha expandido al agua embotellada, cuyas ventas anuales en México superan los mil 500 millones de dólares (unos 30 mil millones de pesos) y un volumen de 35 mil 821 millones de litros. Este mercado lo acaparan cuatro multinacionales: Coca-Cola con su marca líder Ciel; Pepsi con Santorini y E-Pura; la compañía francesa Danone con Bonafont y Evián, y la suiza Nestlé con una amplia variedad de productos para distintos mercados, como Perrier, Pellegrino, Santa María, Pureza Vital y Gerber.


      Cada vez más mexicanos sacian su sed con agua envasada; en 2013 cada persona tomaba en promedio 244 litros y en 2018 el consumo superó los 274 litros, con lo que el país se colocó como el líder mundial en venta per cápita de garrafones y recipientes plásticos de distintos tamaños.5


      A nivel global, el consumo de agua embotellada ha crecido 50% en una década, al pasar de 106 litros per cápita en 2008 a 160 litros en 2018. México supera con creces ese promedio, con lo que se ha convertido en el mercado estelar de las multinacionales de las bebidas; Italia está en segundo lugar con 190 litros por persona, y siguen Estados Unidos con 160, Francia con 145 y Alemania con 144.


      Para cubrir tan alta demanda de agua —tanto para producir refrescos como para su negocio de garrafones—, estas corporaciones han recibido cientos de títulos para la extracción de agua. Tan sólo las embotelladoras de Coca-Cola, Pepsi y Danone acumulan, juntas, casi 260 concesiones incluso en zonas de escasez crítica.6


      Los pagos anuales por concesiones son extremadamente bajos. Un ejemplo es el de Femsa, la principal productora de Coca-Cola en México, que paga al año 2 mil 600 pesos por cada una de las 46 concesiones de explotación de aguas subterráneas,7 cantidad que contrasta con sus ingresos, que en 2019 superaron los 500 mil millones de pesos, de los cuales 194 mil millones correspondieron a su división refresquera.8


      Como el consumo de refrescos y garrafones ha seguido creciendo, las refresqueras recibieron en 2018 y 2019 nuevas concesiones en las cuencas Noroeste y Lerma Santiago, que tienen baja disponibilidad de agua. También obtuvieron permiso para explotar la cuenca Río Bravo, que sufre escasez crítica, con un promedio de entre mil y mil 700 metros cúbicos por habitante por año; esto es menos de la mitad de la disponibilidad a nivel nacional, que es de 3 mil 500 metros cúbicos per cápita.


      Coca-Cola y Pepsi han advertido a sus inversionistas que la falta de abastecimiento de agua podría afectar a futuro la producción de bebidas.9 Ante la escasez en algunas regiones del país, hay plantas embotelladoras que han recurrido a pipas; otras obtienen el agua de organismos operadores municipales, aunque la mayoría todavía la extrae de sus propios pozos.


      Pero la principal preocupación a futuro de las refresqueras no es la disponibilidad de agua, sino la cruzada que han emprendido académicos, activistas y autoridades de salud para impulsar políticas públicas que promuevan hábitos alimenticios más saludables en la población.


      Arca Continental, uno de los embotelladores de Coca-Cola en México, alertó así el riesgo a sus inversionistas: “La demanda de productos podría verse afectada por la popularidad de ciertas tendencias, tales como dietas bajas en carbohidratos y por preocupaciones respecto de los efectos en la salud de grasas, contenido de azúcar y harina refinada. La disminución en el consumo de los productos comercializados por la compañía como consecuencia de preocupaciones en materia de salud podría tener un impacto negativo adverso en sus resultados de operaciones”.


      ***


      La influencia de estas multinacionales para obtener beneficios del poder político se manifiesta de distintas formas: obtienen concesiones de agua incluso donde la disponibilidad es escasa; la autoridad tolera que comercialicen y publiciten productos que dañan la salud y reciben multimillonarios beneficios fiscales.


      Va a continuación un caso de este último beneficio: en 2013, en el primer año de Enrique Peña Nieto, dos subsidiarias de Pepsico. obtuvieron el perdón fiscal por más de mil 79 millones de pesos. Una auditoría determinó que dicha condonación fue irregular, porque estuvo soportada en criterios emitidos por servidores públicos que carecían de facultades, además de que el monto correspondía a recargos y multas derivados de contribuciones federales que la multinacional debió retener, trasladar o recaudar, por lo que se ocasionó un daño al erario.10


      Según la auditoría, Sabritas —la división de botanas de Pepsi— obtuvo una condonación de 929.4 millones de pesos, mientras que Gamesa —también perteneciente a la multinacional— obtuvo beneficios por 150.4 millones.


      No obstante, el monto reportado por los auditores se quedó corto, porque en realidad ambas empresas, en conjunto, recibieron aquel año un perdón fiscal de mil 733 millones de pesos, es decir, 60% más, según documentos del Servicio de Administración Tributaria (SAT) consultados para esta investigación.11


      Los beneficios fiscales se habían otorgado desde el sexenio de Felipe Calderón. En 2007, por ejemplo, la compañía The Pepsi Bottling Group México obtuvo una condonación de impuestos por 160 millones de pesos.


      ***


      Con frecuencia, los beneficios indebidos otorgados a grandes corporaciones han encubierto actos de corrupción. Un trato preferencial suele ser retribuido. Quid pro quo es la expresión latina utilizada por siniestros hombres de negocios que, convertida al lenguaje coloquial, significa “dando y dando”. Ésa es una práctica frecuente en México. Las asignaciones de obras por “dedazo”, los permisos para abrir tiendas en sitios prohibidos, las concesiones para extraer agua en zonas con escasez, las recomendaciones para vender determinadas medicinas a pacientes, el dejar pasar el cumplimiento de leyes y normas, entre muchos otros actos de favoritismo, suelen ser recompensados en efectivo o en especie (como regalos y viajes).


      Sobornos, propinas, moches, cochupos, son algunos de los nombres dados a esas compensaciones ilegales que involucran desde funcionarios menores hasta encumbrados políticos. Del tamaño del sapo es la pedrada, reza un refrán popular.


      La corrupción, decía al inicio de esta introdución, se ha convertido en la tercera epidemia. Es la peste que infesta a nuestra sociedad. Este libro aborda, en particular, la corrupción corporativa, que no puede entenderse sin la complicidad política y gubernamental. Casi siempre se señala al que recibe un soborno, pero también hay que voltear a ver al que lo da, y ese papel corresponde, casi siempre, al poder económico.


      México ocupa el deshonroso tercer lugar mundial en corrupción corporativa, de acuerdo con una recopilación realizada por la Universidad de Stanford de los casos en que grandes multinacionales han sido sancionadas por violaciones a la Ley contra Prácticas Corruptas en el Extranjero (FCPA, por sus siglas en inglés).


      Dicha ley federal prohíbe a corporaciones que cotizan u operan en Estados Unidos pagar sobornos a funcionarios en el extranjero. De 170 casos de corrupción corporativa sancionados entre 2010 y 2019 por la FCPA, 50 involucran a China; en segunda posición está Brasil con 15 y el tercer sitio lo comparten México, India y Rusia con 14. No son, por supuesto, todos los casos, pero es un indicador que da referencia de la gravedad del problema.


      En 2016 el mundo se sorprendió al conocer la trama internacional de sobornos de Odebrecht, la compañía brasileña que corrompió a políticos y funcionarios en 12 países —incluido, por supuesto, México— para, a cambio, obtener contratos de obra ventajosos que le redituaron multimillonarias utilidades.


      Pues bien, antes de Odebrecht hubo otras redes transnacionales de corrupción que también tocaron a México: en el sector salud, el campo, la industria petrolera, la construcción, el desarrollo de infraestructura… En fin, extendieron sus tentáculos a distintos ámbitos de la vida pública, para obtener beneficios económicos ilícitos y saquear los recursos de la nación.


      Esas historias oscuras componen este libro; se trata de conocer los antecedentes para entender cómo es que México llegó al punto de ubicarse en el tercer sitio mundial de corrupción corporativa. Además, en las siguientes páginas el lector encontrará datos y evidencias de actividades ilegales, antiéticas y en ocasiones hipócritas de algunas de las multinacionales que operan —o han operado— en nuestro país, las cuales, sin recato, han fijado como su único objetivo la generación de utilidades, sin importar que para ello deban atropellar los derechos de otros. Con su voracidad, han contribuido a afianzar la tercera epidemia que aqueja a México.
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      Sobornos en hospitales


      Historias de corrupción en el sector salud


      Maletines con dinero, viajes, regalos…


      Préstamos que nunca son reembolsados, gastos personales, viajes, regalos, comidas y comisiones son prácticas a las que han recurrido algunas compañías farmacéuticas para ganarse el favor de los doctores y de los administradores de hospitales.


      Estas formas de corrupción no son recientes. Están muy arraigadas e incluso normalizadas entre el gremio médico.


      Syncor, una compañía con sede en Woodland Hills, California, fue castigada hace casi dos décadas porque se descubrió que había establecido un sistemático esquema de pagos ilegales a doctores de México, Taiwán, Bélgica, Luxemburgo y Francia.


      El hallazgo de ese esquema pudo dar pie a que las autoridades establecieran estrictas reglas anticorrupción en la relación entre farmacéuticas y médicos. Pero en vez de eso han tolerado que continúen esas prácticas al no aplicar sanciones de ningún tipo.


      Syncor introdujo en México su método de sobornos encubiertos el mismo año en que Vicente Fox asumió la Presidencia, quien en su campaña había prometido que acabaría con siete décadas de corrupción del Partido Revolucionario Institucional (PRI).


      En los dos primeros años del foxismo la compañía repartió 200 mil dólares a médicos y disimuló los sobornos como préstamos personales, “apoyos” económicos que los representantes de ventas —“los hombres del maletín”— entregaban en efectivo en los consultorios y en patrocinios para asistir a seminarios, incluidos el pago de cuotas de inscripción, transportación aérea, alojamiento y alimentos. Además, les obsequiaba equipos informáticos, muebles de oficina y suministros médicos.1


      En al menos dos casos, la empresa estableció acuerdos de sobrefacturación de equipos, y la diferencia entre el precio real y el precio inflado era una comisión de venta para los doctores.


      La división latinoamericana de la compañía japonesa Olympus perfeccionó el esquema de corrupción y diseñó un plan para aumentar las ventas de sus equipos mediante el reparto de dinero, viajes y obsequios a médicos y empleados de hospitales públicos en México, Brasil, Bolivia, Colombia, Argentina, Costa Rica y Honduras. Este plan lo aplicó de inicios de 2006 a agosto de 2011, periodo en el cual repartió al menos 2 millones 999 mil dólares para inducir la compra de productos Olympus, influir en licitaciones públicas o evitar que las instituciones públicas adquirieran tecnología de sus competidores. La inversión en sobornos le redituó a la compañía ganancias millonarias.2


      El plan estaba tan bien articulado que Olympus Latin America Inc., una filial afincada en Miami, abrió 13 “centros de capacitación” a través de los cuales otorgaba beneficios excesivos a médicos y a funcionarios que tenían la capacidad de influir en las decisiones de compra de equipos para hospitales de gobierno.


      Si bien uno de los propósitos de estos centros era proporcionar educación y alentar el desarrollo y uso de tecnología médica, también se utilizaban para repartir prebendas a funcionarios, previamente seleccionados, que eran calificados como “líderes clave de opinión”.


      En febrero de 2007 la compañía estableció un plan para proporcionar anualmente a algunos de estos “líderes” un pago de 65 mil dólares y un presupuesto de 130 mil dólares para lo que se denominó “gestiones VIP”, así como un “programa de millas” para gozar de viajes gratis hasta por 30 mil dólares.


      Olympus alentaba a sus empleados a seleccionar líderes en función de las ventas que estos funcionarios les pudieran ayudar a concretar.


      Una prueba de que los apoyos económicos estaban condicionados a cambio de contratos es el siguiente correo enviado por un empleado de Olympus en Miami a un distribuidor; el mensaje fue interceptado por el Departamento de Justicia e integrado al expediente como evidencia de corrupción: “Es importante que el funcionario entienda que lo que estamos haciendo no es porque seamos monjas de la orden de la Madre Teresa de Calcuta. Más bien, esperamos reciprocidad de su parte”.3


      Este otro correo electrónico muestra la presión que los directivos de Olympus ejercían sobre sus empleados, para que los funcionarios sobornados cumplieran con el quid pro quo acordado: “Estaría agradecido si le recuerda [al funcionario] que hace dos años [el distribuidor] le compró un viaje a Europa para su hermana y él no compró el equipo de Olympus como acordamos”.4


      Otra evidencia que obtuvieron las autoridades de esta red internacional de corrupción fue una hoja de cálculo compartida por la alta gerencia de Olympus en Miami con sus empleados, en la que rastreaban las ventas que podrían atribuirse a los funcionarios sobornados, conectando los pagos ilegales con el “retorno de la inversión”.


      Contratos a la medida


      Olympus obtuvo en México contratos a la medida. Las autoridades realizaban licitaciones dirigidas para garantizar que la compañía de origen japonés fuera la beneficiada con las adquisiciones, ya sea en forma directa o con intermediarios.


      A mediados de 2008 —ya durante el gobierno de Felipe Calderón— se publicó una convocatoria para licitar la compra de equipos de endoscopia y accesorios médicos para el sistema hospitalario del país.


      Semanas antes de que se anunciara públicamente la licitación, el gerente de una distribuidora de Olympus en México viajó a Miami para reunirse con un ejecutivo de la división latinoamericana, a quien le informó que la Secretaría de Salud había cambiado las especificaciones de la licitación para favorecer a la compañía japonesa y frenar a su principal competidor.5 En esos días, el secretario de Salud era el doctor José Ángel Córdova Villalobos.


      Según la investigación que sobre este caso se siguió en Estados Unidos, ningún ejecutivo de Olympus preguntó o buscó información sobre cómo el distribuidor había logrado los cambios en la licitación para excluir indebidamente a un competidor clave y, por el contrario, la compañía apoyó la manipulación del concurso.


      En junio de 2008 Olympus y su distribuidor formaron una empresa conjunta para ofertar por la licitación de los equipos médicos. El acuerdo entre ambos es que dividirían las ganancias del contrato por partes iguales.


      Para asegurar la venta, el distribuidor se encargó de hacer labor de cabildeo con un alto funcionario del gobierno de México, del que la investigación de Estados Unidos no reveló su identidad.


      Lo que sí revela la pesquisa es la forma en que se pagaron sobornos al misterioso funcionario mexicano. El 15 de agosto de 2008 la empresa creada ex professo para la licitación firmó un convenio simulado de servicios con un falso agente o gestor para “agilizar procesos administrativos”.


      Entre diciembre de 2008 y diciembre de 2010 el sistema contable de la empresa registró supuestos pagos al intermediario por concepto de “servicios administrativos y de asesoramiento para ofertas públicas”. Pero en realidad esos servicios nunca se efectuaron; fue una simulación para canalizar el dinero a supuestos sobornos para elevar el monto de los contratos y obtener modificaciones favorables para Olympus.


      Las evidencias de esta trama de corrupción fueron los registros contables y facturas falsas con que se quisieron aparentar los servicios del gestor, así como una cadena de correos electrónicos en la que los involucrados delataban la manipulación de la licitación.


      Lucran con el sufrimiento


      Atender a un paciente con insuficiencia renal crónica le cuesta al IMSS en promedio 321 mil pesos al año. Es una de las enfermedades más caras, tanto así que ha puesto en riesgo la viabilidad financiera a futuro de la institución. Las proyecciones de especialistas apuntan a que en 2050 el gasto para atender a quienes padecen este mal se incrementará 20 veces en relación con el gasto ejercido en 2010 (de 6 mil 545 millones de pesos a 134 mil millones).6 De los 120 mil enfermos que se estima están en fase terminal en México, el IMSS atiende a unos 64 mil. Para quienes carecen de seguridad social el escenario es catastrófico. Muchos pacientes, cuyos riñones han dejado de funcionar, están condenados al rápido deterioro de su salud y en caso extremo a la muerte, ante el elevado costo de los tratamientos.


      Por eso resulta cruel que existan laboratorios que lucren con este padecimiento. Fresenius Medical Care ha sido acusado de haber maniobrado para elevar el precio de los kits de tratamientos a pacientes del IMSS, como parte de una trama internacional de sobornos ocurrida durante al menos seis años y que se extendió a 17 países de África, Europa, Asia y Latinoamérica. La corporación de origen alemán corrompía a funcionarios a través de una amplia variedad de esquemas, como el uso de contratos de consultoría simulados, falsificación de documentos y canalización de pagos ilícitos a través de un sistema de intermediarios externos.7


      Una auditoría concluida en marzo de 2019 por la Comisión de Bolsa y Valores de Estados Unidos (SEC, por sus siglas en inglés) permitió identificar que los enjuagues turbios de Fresenius iniciaron durante el gobierno de Felipe Calderón.


      El expediente del caso refiere que en 2010 Fresenius realizó un plan para aumentar el precio por kit de diálisis para una licitación con el IMSS, uno de sus principales clientes en México. Para ello, la multinacional alemana utilizó a un distribuidor de sus equipos para pagar sobornos a funcionarios involucrados en el procedimiento de contratación.


      En enero de aquel año Fresenius ganó un contrato para la subrogación de servicios en el IMSS, a un precio de 92 dólares por tratamiento (el equivalente a mil 136 pesos al tipo de cambio de esos días), lo cual reflejaba un incremento que supuestamente había negociado el intermediario con funcionarios corruptos.


      Casi un año después, el 8 de diciembre de 2010, dos directivos de Fresenius México firmaron un contrato simulado de “asesoría” en el que acordaron pagarle a su distribuidor una comisión por cada tratamiento realizado en el IMSS. En realidad, esa comisión era para pagar los sobornos a quienes habían ayudado a conseguir el contrato.


      Entre 2010 y 2011, periodo en el que Daniel Karam fue el director del IMSS, Fresenius pagó sobornos por 213 mil 500 dólares, equivalentes a 2 millones 775 mil pesos al tipo de cambio promedio de aquellos años. En contraste, los contratos que en ese lapso obtuvo la compañía para vender suministros médicos para diálisis renales sumaron 2 mil 133 millones de pesos, de los cuales 65% se asignó en forma directa, sin licitación.8 Es decir, los sobornos representaban una cantidad mínima frente a los beneficios económicos.


      Los sobornos en el IMSS eran parte de una confabulación internacional, pues a la par de México, la compañía realizaba pagos ilícitos a funcionarios en países de Europa (Bosnia y Herzegovina, España, Serbia y Montenegro), en Asia (China, Arabia Saudita y Turquía) y en África (Angola, Benín, Camerún, Burkina Faso, Gabón, Costa de Marfil, Marruecos, Níger, Senegal y Chad). Las ganancias confesadas por Fresenius en esa trama superaron los 135 millones de dólares.9


      El gobierno de Enrique Peña Nieto volvió a contratar a la compañía alemana y en septiembre de 2015 le otorgó 19 asignaciones para dar el servicio integral de hemodiálisis, durante cuatro años, en clínicas del IMSS. Sin embargo, Fresenius incumplió su compromiso.


      Para no dejar sin atención a los enfermos terminales, el IMSS se vio obligado a adjudicar el servicio a terceras empresas a un costo superior al ofertado por Fresenius en licitación pública. Esto implicó un daño patrimonial superior a los 557 millones de pesos.


      Por estas faltas, el Órgano Interno de Control del IMSS decidió inhabilitar por dos años y medio a la filial mexicana de Fresenius, además de aplicarle una multa de un millón de pesos. Pero el castigo le salió barato, porque la inhabilitación venció el 30 de mayo de 2019 y la compañía ya puede volver a obtener contratos públicos con el gobierno federal de Andrés Manuel López Obrador. De hecho, meses antes de que se cumpliera la sanción, al menos seis instituciones del sector salud le habían asignado 17 contratos por 5.2 millones de pesos. Pero el mayor paquete apenas estaba por llegar. En diciembre de 2019 el IMSS —ya bajo la dirección de Zoé Robledo— le otorgó contratos por más de 374 millones de pesos para atender, nuevamente, a enfermos con insuficiencia renal crónica.10 El historial de sobornos y los incumplimientos previos de la corporación alemana se echaron al olvido.


      Sobornos por recetar fármaco de 22 mil pesos


      La farmacéutica israelí Teva pagaba sobornos a médicos de hospitales públicos en México a cambio de que recetaran Copaxone, una solución inyectable para enfermos con esclerosis múltiple. Cuando los pagos se retrasaban, los directivos de la compañía recibían airadas protestas.


      “Teva México prometió, prometió y prometió y nunca ha habido ningún interés para mejorar nuestra relación”, reclamó un neurólogo mexicano al ejecutivo de Teva responsable de comercializar Copaxone. “La falta de pago es realmente extraña cuando soy su mejor cliente en México”, reprochó en un correo electrónico.


      El neurólogo que exigía el pago aseguraba que estaba prescribiendo Copaxone a aproximadamente 170 pacientes. Cada envase del fármaco era vendido por Teva en 22 mil pesos, así que tan sólo ese médico le generaba a la compañía ingresos mensuales por unos 3 millones 740 mil pesos.


      El área de comercialización no pasó por alto el reclamo y reenvió el correo electrónico a un alto ejecutivo del corporativo de Teva con el siguiente mensaje: “Aprecio tener su cooperación y confío en que el problema [del soborno al médico mexicano] pueda resolverse. Después de todo, no todos los días recibimos una queja de un especialista que tiene 170 pacientes de Copaxone”.


      El ejecutivo al que se le había reenviado el mensaje respondió en otro correo electrónico: “El crecimiento de Copaxone en este mercado [el mexicano], hasta hace muy poco, no se debió al apoyo científico o académico, sino principalmente a otros incentivos”.11


      Los incentivos a los que se refería eran en realidad sobornos a cambio de la prescripción de Copaxone y se hacían con cargo al presupuesto de mercadotecnia y promociones de Teva en México.


      El anterior intercambio de correos electrónicos ocurrió entre noviembre y diciembre de 2008, aunque la trama de corrupción de Teva venía desde al menos 2005 y se extendió durante casi una década no sólo en México, sino también en Rusia y Ucrania, con ganancias ilícitas para la farmacéutica israelí por aproximadamente 221 millones de dólares, según consta en un acuerdo de enjuiciamiento diferido (“Deferred Prosecution Agreement” o DPA) presentado en diciembre de 2016 en un tribunal del distrito sur de Florida.12


      El DPA es una medida legal muy común en Estados Unidos para castigar a empresas que no cumplen con las regulaciones anticorrupción. A cambio del perdón, los infractores deben declararse culpables y pagar multas millonarias. En el caso de Teva, sus ejecutivos reconocieron haber sobornado con millones de dólares a dos funcionarios de alto rango en Rusia y Ucrania, así como a médicos empleados por el gobierno mexicano para favorecer el uso de Copaxone. La sanción acordada fue de 520 millones de dólares, la mayor aplicada en la historia a una compañía farmacéutica por violaciones a la FCPA.


      La entonces Procuraduría General de la República (PGR) brindó asistencia al Departamento de Justicia en la investigación del caso y, pese a ello, Teva no fue sancionada en México.13


      ***


      La mañana del 17 de febrero de 2012 un neurólogo reconocido e influyente en México, quien había ocupado altos cargos en hospitales e instituciones de atención médica del Estado mexicano, recibió en su oficina un soborno de 30 mil dólares (unos 400 mil pesos al tipo de cambio de entonces) por parte de un intermediario de Teva. Tal cantidad de dinero en efectivo sólo cabía en un maletín, como los que acostumbran llevar promotores de medicamentos que recorren los consultorios para hacer demostraciones de nuevos productos.


      El pago fue una recompensa por haber recetado a sus pacientes Copaxone, un medicamento para tratar la esclerosis múltiple. Los agentes del Buró Federal de Investigación (FBI, por sus siglas en inglés) pudieron conocer éste y otros sobornos gracias a la intercepción de un correo electrónico que había sido enviado el 15 de marzo de 2012 por un empleado de Teva México. Dicho mensaje fue clave para desenmarañar la trama de corrupción, pues detallaba la hora y el lugar de pagos ilegales realizados a inicios de aquel año a siete médicos del sector público, que en conjunto sumaban 159 mil dólares (más de 2 millones de pesos).


      Los sobornos sumaron varios millones de pesos más, porque la trama de corrupción había iniciado desde 2005 —al final del gobierno de Vicente Fox— y se había extendido durante toda la gestión de Felipe Calderón.


      De 2005 a 2011 los sobornos fueron financiados por el área de mercadotecnia de Teva. Pero un recorte en el presupuesto obligó a los ejecutivos de la compañía a analizar otras alternativas para continuar con los pagos ilegales a los médicos del gobierno.


      La opción que encontraron fue canalizar los pagos a través de una empresa mexicana que contrataron para distribuir Copaxone en hospitales públicos, centros de salud e instituciones gubernamentales como el IMSS. Para ello, en enero de 2012 acordaron pagarle al proveedor un margen adicional de 2%. Ese porcentaje sería para dar dinero en efectivo a los médicos a cambio de copias de recetas en las que viniera anotada la prescripción del fármaco.


      En el acuerdo de enjuiciamiento suscrito en 2016 con el Departamento de Justicia no se revela el nombre de la empresa que sirvió como intermediaria ni tampoco el de los médicos que recibieron el dinero. Pero un juicio paralelo en una corte del sur de Florida sacó a la luz que la distribuidora involucrada era Nadro, propiedad del empresario Pablo Escandón.


      Justo aquel año, Nadro había sido involucrada en el escándalo conocido como Panama Papers, resultado del trabajo del Consorcio Internacional de Periodistas de Investigación (ICIJ, por sus siglas en inglés). En abril de 2016 Aristegui Noticias reveló que Marina Matarazzo, esposa del dueño de Nadro, había triangulado dinero a través de “paraísos fiscales” para la adquisición de Marzam, la otra gran distribuidora de medicamentos, lo cual representaría una concentración del mercado.


      Nadro en la trama de corrupción


      Agentes del FBI y del Departamento de Justicia de Estados Unidos obtuvieron el testimonio de una exdirectiva de Teva, quien asegura que Nadro estuvo involucrada en la trama de corrupción de la farmacéutica israelí.


      Keisha Hall, exdirectora del área de finanzas para Latinoamérica, se reunió en diciembre de 2013 y en enero de 2014 con abogados del Departamento de Justicia y de la SEC, así como con un agente especial del FBI, a los que les aportó fechas y detalles de los actos de corrupción que ella había atestiguado en Teva.


      Hall, quien posee certificaciones como examinadora de fraudes y forense financiera, comenzó a trabajar para Teva en 2008 como gerente de control interno, y desde entonces se dio cuenta de que la región de América Latina tenía un historial de eventos relacionados con la corrupción.


      Su primera reunión con los investigadores estadounidenses se efectuó el 4 de diciembre de 2013; ahí, les informó que Teva había manipulado informes de gastos “para facilitar pagos fraudulentos al gobierno mexicano”, además de compartirles “preocupaciones adicionales relacionadas con el fraude, con respecto a la relación de Teva con un distribuidor mexicano, Nadro”.14


      En aquella cita, Hall aseguró a los agentes estadounidenses que Diana Borges, quien fungía como oficial de cumplimiento regional para la región de América Latina, “exhibió una actitud despectiva hacia la FCPA, buscó suplantar la transparencia y el mantenimiento de registros a través de comunicaciones orales e ignoró los informes de los pagos fraudulentos al gobierno de México”.


      El nombre de Nadro volvió a mencionarse en una segunda reunión que Hall tuvo con representantes del FBI y de la SEC el 23 de enero de 2014.


      Aquel día la abogada de la SEC, Jenny Trotman, le pidió a Hall que le compartiera copias de la correspondencia que había sostenido con Borges para constatar las revisiones que se habían realizado sobre las relaciones entre Teva y Nadro.


      En contratos y facturas obtenidas para esta investigación consta que Nadro fungía como intermediario de Teva para abastecer al IMSS el medicamento Copaxone.


      En sólo tres contratos, el IMSS acordó pagarle a Nadro 435 millones 507 mil pesos para que surtiera en 2011 y 2012 más de 22 mil envases de Copaxone. En esos días el director del Instituto era Daniel Karam Toumeh, en cuya gestión, por cierto, ocurrió el incendio de la guardería ABC en Hermosillo.


      Dos contratos asignados a Nadro amparaban la compra de hasta 8 mil 759 envases del fármaco en 2011,15 mientras que para 2012 el pedido se incrementó 28%, al pasar a 11 mil 259 cajas de la sustancia.


      El precio promedio se elevó 3.7% de un año a otro; en 2011 el IMSS pagó cada caja con 28 ampolletas en 21 mil 313 pesos, mientras que en 2012 se elevó a 22 mil 99 pesos.


      Según la investigación del FBI, Teva aplicó en 2012 un margen adicional de 2% a los fármacos entregados al distribuidor, de donde habrían salido los sobornos. Óscar Arellano Pérez, quien se desempeñaba como jefe de compras del IMSS, fue el funcionario que validó el contrato para surtir en aquel año Copaxone,16 medicamento que —según la acusación del Departamento de Justicia— era suministrado por médicos a cambio de sobornos.


      ***


      Copaxone es uno de los medicamentos más caros del mercado y le reditúa millonarios ingresos a Teva. A nivel global, la venta de la sustancia llegó a representar hasta 40% de sus ganancias operativas.


      En México, la farmacéutica israelí tiene un enorme mercado, pues se estima que hay 20 mil personas con esclerosis múltiple.


      Quienes sufren esta enfermedad deben aplicarse una inyección diaria de Copaxone, y en algunas ocasiones tres veces a la semana. Cada dosis tiene un costo comercial de más de 900 pesos (la caja cuesta en farmacias 26 mil pesos y contiene 28 ampolletas). Así que un enfermo que carece de seguridad social llega a gastar casi 300 mil pesos al año por el tratamiento.


      Teva posee la patente exclusiva del medicamento hasta 2025, aunque los laboratorios Probiomed y Pisa han emprendido litigios para poder fabricar una versión genérica en México. La empresa israelí ha contraatacado legalmente y ha demandado a ambos laboratorios y a uno más (Nafar) por presunta infracción de derechos.17


      En Estados Unidos —su principal mercado— la patente expiró en 2017 y a partir de ello las acciones de la compañía se depreciaron, pues el acetato de glatiramer (la sustancia del Copaxone) ahora puede ser producido como medicamento genérico.


      Además del escándalo de sobornos en que se vio involucrada en México, Rusia y Ucrania, Teva enfrentó en 2019 en Estados Unidos la acusación de haberse confabulado con otras 20 empresas farmacéuticas para inflar los precios de decenas de genéricos.18


      El enalapril, utilizado para el tratamiento de la hipertensión y la insuficiencia cardiaca, tuvo un incremento de 1 222% entre 2013 y 2016, mientras que el ketoconazol para tratar infecciones de la piel subió más de 900% en el mismo periodo.


      La voracidad de los laboratorios no es exclusiva del mercado estadounidense. En México, distintos fármacos son vendidos a precios extremadamente altos, en comparación con otros países.


      En 2016 un monitoreo del Centro Nacional para la Prevención del VIH y el Sida (Censida) reportó que un envase del medicamento Kaletra con 120 tabletas, utilizado para tratar a pacientes infectados por virus de inmunodeficiencia humana (VIH), tenía un precio de 2 mil 656 pesos,19 mientras que en diciembre de 2019 se comercializaba en farmacias en 6 mil 997 pesos.20 La diferencia es de 163%. En promedio, cada pastilla cuesta el equivalente a 2.9 dólares (58 pesos), mientras que en Perú y en Colombia el costo es de menos de un dólar.21


      El fármaco Atripla, también utilizado para enfermos con VIH, se vende en México en promedio a 28 dólares cada pastilla (560 pesos), en contraste con Guatemala, donde se oferta en 43 centavos de dólar; en Colombia, en cinco dólares; y en Perú, en siete dólares.22 En nuestro país se comercializa hasta 65 veces más caro.


      El monitoreo del Censida identificó que la presentación de un envase con 30 tabletas tenía un precio de 2 mil 404 pesos en 2016 y en diciembre de 2019 era vendido en farmacias en 16 mil 189 pesos, una diferencia de 570 por ciento.


      También los precios de los medicamentos contra el cáncer tienen notables disparidades entre países. La caja de imatinib con 30 comprimidos se comercializa en México en 39 mil pesos, que equivale a 65 dólares cada dosis (mil 300 pesos); en Guatemala, en 13; en Perú, en 20; y en Colombia, en 29 dólares.


      La insulina Humalog Mix, para tratar la diabetes, tiene en México un precio al público en farmacias de entre 39 y 44 dólares, frente a 16.64 que cuesta en Guatemala. Para completar un año de tratamiento, un paciente necesita 96 ampolletas, lo que en nuestro país representa el desembolso de 4 mil 200 dólares u 84 mil pesos.


      Los chocolates que encubrían sobornos


      Orthofix, una compañía de prótesis médicas con presencia en 60 países, repartió 317 mil dólares en sobornos a empleados del IMSS entre 2003 y 2011 para obtener contratos que les generaron ingresos por 8 millones 700 mil dólares.


      Los intermediarios de Orthofix llamaban “chocolates” a los sobornos, y los repartían de distintas formas: mediante la liquidación de deudas bancarias, dinero en efectivo, paquetes vacacionales y regalos diversos (cámaras, relojes, guitarras, computadoras).23


      En 2014, durante la gestión de José Antonio González Anaya al frente del IMSS, se contrató al despacho Maney & González-Félix para demandar a Orthofix ante tribunales de Estados Unidos y exigirle una indemnización por los daños causados por la red de corrupción que durante ocho años había establecido en hospitales públicos.


      González Anaya dejó el IMSS en febrero de 2016 para sustituir en Petróleos Mexicanos (Pemex) a Emilio Lozoya, quien ya para entonces estaba involucrado en la trama internacional de corrupción de Odebrecht. El presidente Enrique Peña Nieto colocó entonces a Mikel Arriola al frente del instituto.


      A los 15 días de que Arriola asumió el cargo, el despacho contratado por el IMSS llegó a un acuerdo con Orthofix en una corte de Texas, en el que la empresa se comprometió a pagar una indemnización de un millón de dólares en efectivo y 3 millones de dólares más en equipo médico. Pero durante dos años la empresa incumplió el trato, lo que llevó al IMSS a promover el 23 de febrero de 2018 un segundo litigio contra la compañía multinacional.


      No obstante, un día antes de que concluyera el gobierno de Peña Nieto, el IMSS llegó a un nuevo acuerdo con Orthofix para una indemnización en especie —con equipo— por 2 millones 700 mil dólares.


      Según testimonio de funcionarios, la indemnización se hizo parcialmente, con equipo usado o con características que no cubren las necesidades de la institución, por lo que nuevamente el gobierno federal —ya en el periodo de López Obrador— acusó a Orthofix, ahora por incumplimiento.


      Desde julio de 2012 el Departamento de Justicia de Estados Unidos y la SEC sancionaron con 5.2 millones de dólares a Orthofix por el caso de corrupción ocurrido en el IMSS, mientras que en México la impunidad se impuso, pues la compañía siguió vendiendo sus productos ortopédicos a través de otra intermediaria y los involucrados en la trama de sobornos libraron la cárcel.24 El único castigo contra los jefes de compras, médicos y encargados de almacén que recibían dinero a cambio de contratos fue su despido de la institución.
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Cuadro I.

Recaudacién por el impuesto a bebidas saborizadas*

Afio Monto (en millones de pesos)
2014 18254
2015 21393
2016 23348
2017 23162
2018 25908
2019 27401
Total 139 466
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